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El artículo 138 de la ley de Procedimiento ad-
ministrativo establece que la reclamación en vía
administrativa será requisito' previo al ejercicio de
toda clase de acciones fundadas en el Derecho pri-
vado o laboral contra el Estado y organismos autó-
nomos. Por otro lado, la ley de Enjuiciamiento
civil dice en su artículo 462 que el juez no admitirá
demanda a la que no se acompañe certificación del
acto de conciliación, o de haberse intentado sin
efecto. , "

¿Cabe una equiparación en su significado y al-
cance entre estos dos requisitos procedimentales9

Tan debatida cuestión, tanto en la doctrina
como en la jurisprudencia, es la que intenta aclarar
el presente informe, extraído de los Anales de la
Dirección General de lo Contencioso.

Planteamiento naturaleza jurídica de este procedi-
miento. Necesario resulta, pues, rea-

A la reclamación previa gubernati- lizar un breve resumen histórico para
va en las demandas civiles contra el desentrañar los orígenes de dicha co-
Estado se le atribuye un significado mente; examen de antecedentes por
y alcance análogos al acto de con- demás esencial cuando se quiere com-
ciliación en los pleitos entre particu- prender en su integridad el sentido'
lares. Con rara uniformidad, la ju- actual de una institución. Por razo-
risprudencia y la doctrina científica nes de inercia histórica, suelen in-
parten de la referida equivalencia, jerfcarse en nuestros días estructuras
tanto para interpretar los supuestos e instituciones que han perdido su
de procedencia como para explicar la vigencia y que subsisten por el re-
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verencial respeto que la comunidad
. indefinidamente siente por lo secular.

Algo 'semejante ocurre en el pre-
sente caso, pudiendo anticiparse que
tal postura doctrinal no sólo no bene-
ficia los intereses del Estado, sino
que debilita su defensa.

El principio de la previa resolu-
ción gubernativa en las demandas
judiciales contra la hacienda fue de-
clarada por vez primera en la real
orden de 9 de Julio de 1847, desen-
vuelto muy principalmente en las pre-
cisas ordenaciones del real decreto
de Bravo Murillo de 20 de septiem-
bre de 1851. Por la ley de 10 de enero
de 1377 (art. 3.°) se hizo extensivo a
¡todos los negocios civiles del Estado,
cualquiera que fuere el ramo de la
Administración.

Sin embargo, en la práctica.desna-
turalizóse la vía gubernativa, pues, al
someter sus trámites al régimen es-
tablecido para todos los asuntos eco-
nómico-administrativos, se hizo inefi-
caz y estéril.

Para reafirmar las normas olvida-
das y dar un carácter estrictamente
administrativo1 a la vía previa, se dic-
tó el real decreto de 23 de marzo de
1886, cuerpo esencial en la materia
hasta la vigente ley de Procedimiento
administrativo. Es en el preámbulo
de esta disposición donde aparece es-
tablecida por vez primera la doctrina
asimiladora que aquí se estudia. Pue-
de leerse en la exposición de motivos
del real decreto: «Si bien, por na-
turaleza especial y realmente privile-
giada de los intereses y derechos del
Estado que no pueden ser objeto de
¡transacción, se exceptúan del requi-
sito de la conciliación, que es la re-
gla general y ley común en las de-
mandas entre particulares, aquellas
que se dirigen contra la hacienda o
el Estado; como, por una parte, no

ssría justo que el Estado se viera
comprometido en un litigio sin la pre-
paración necesaria, y, por otra, pue-
de en 'algunos casos ser tan perfecto
el derecho del particular demandante
que deba ser desde luego reconocido,
de aquí la conveniencia y necesidad
de que, a falta de acto de concilia-
ción y como garantía en favor de
los derechos del Estado, con ventaja
posible para los particulares, se exdja
la reclamación previa en la vía gu-
bernativa antes de entablar deman-
das' contra el Estado.» •

Antes de pasar adelante es conve-
niente ambientar un poco histórica-
mente esta disposición. Se encuentra
situada en el espacio informado por
los principios liberales, ¡tiempo en que
el Estado tan tímidamente se arroga-
ba privilegios que alterasen el equi-
librio de libertades individuales. Esto
puede observarse estudiando las ex-
posiciones de motivos de la legisla-
ción patria del pasado ságio, regula-
dora de los poderes y derechos de
la Administración. El axioma del res-
peto a los .derechos individuales era
casi religioso, y cuando el Estado se
otorgaba una facultad especial, en
cualquier ramo, justificaba lo hecho
con variadas razones, para concluir
siempre haciendo un acto de fe en
favor de las libertades del hombre,
que no eran heridas con el texto que
se promulgaba. La idea de «lo social»,
«lo colectivo», no tenía el valor ra-
dical que en la actualidad encierra,
y casi puede 'afirmarse que la comu-
nidad política se sentía en aquella
época como una suma de relaciones
independientes, individuo-Estado. Fi-
gura análoga a la de una circunfe-
rencia en la que el Estado • era el
centro, del cual nacían tantos radios
como habitantes del país.

Obsérvese en la exposición de mo-
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favos estos principios que se sientan.
Se interpreta la reclamación en vía
gubernativa, como un sui generis ac-
to de conciliación, del cual se priva
al particular en las demandas con-
tra el Estado, por la idea indudable
de no perturbar en la mente de los
administrados las estructuras proce-
sales civiles vigentes;, con la nota,
además, de ocultar un poco el ca-
rácter privilegiado que formalmente
representa la vía, y que el real de-
creto reafirma y virtualiza. No se
olvida tampoco en ia exposición de
motivos «la ventaja posible para los
particulares» de la reclamación pre-
via, pues con ella podrían conseguir
un reconocimiento de su derecho an-
tes de acudir al pleito.

Esta 'afinidad de origen en la equi-
valencia de ambas figuras puede dar
más tarde luz y permitir el asento
de que a los citados legisladores no
se les. ocultó, sin embargo, la dife-
rente naturaleza jurídica entre el
acto de conciliación y la reclamación
previa; de un lado, acto de admi-
nistración y gobierno, y de otro, ex-
cepción dilatoria tal como se califi-
caba en la ya vigente ley de enjui-
ciamiento civil.

La jurisprudencia aceptó muy gus-
tosa la línea que marcó el real de-
creto. Así encontramos la sentencia
de 3 de marzo de 1893, donde se afir-
ma «que la vía gubernativa equivale
al acto de conciliación». La de 20 de
junio de 1899' es aún más expresiva
y limitadora del expediente adminis-
trativo: «El requisito de la reclama-
ción gubernativa previa no tiene otro
significado y alcance que los del acto
conciliatorio respecto de los pleitos
entre particulares.»

Como la representación del Estado
suscitase 'al poder judicial cuestio-
nes de competencia por conocer en

procedimento j u d i c i a l sin haberse
agotado la vía, hay una abundante
colección de reales decretos deciso-
rios de competencia en favor de los
tribunales: «No obsta a la compe-
tencia judicial la circunstancia de
no haberse apurado previamente la
vía gubernativa, pues tal reclamación
'administrativa 'es un requisito equi-
valente al acto conciliatorio y sus
faltas sólo apreciables por el tribu-
nal que entiende del asunto» (real

•decreto de 28 de mayo de 1882).
Aunque el transcurso de los años

debe implicar revisión de concepcio-
nes al ritmo1 de las nuevas ideas im-
perantes, el estado actual del proble-
ma no difiere en la jurisprudencia y
doctrina científica de aquéllas que
les han precedido. Así, la sentencia
de 20 de mayo de 1941: «Obedece a
la idea de arbitrar un especial pro-
cedimiento de conciliación atendida
la imposibilidad de transigir intere-
ses y derechos del Estado, por lo que,
cuando las consecuencias de la litis
no pueden afectar al patrimonio pú-
blico, no hay por qué recurrir a este
trámite, que, además de ineficaz, se-
ría innecesariamente dilatorio.»

El mismo criterio se mantiene en
resoluciones más recientes. No puede
olvidarse la sentencia de 17 de fe-
brero de 1954, fundamental, por con-
tener todo el resumen de la doctrina
jurisprudencial: «Sin tener en cuen-
ta la Administración que este trámi-
te de falta de reclamación en la vía
gubernativa, cuya omisión es una in-
fracción puramente procesal, inade-
cuada, por tanto, para dar lugar a un
recurso de casación, en el fondo, es,
según la doctrina legal, excepción
propiamente dicha en expediente pre-
vio equiparado al acto de conciliación,
sin la cual no puede entrarse a co-
nocer de las demandas contra el Es-
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tado, que ha de ser apreciada por los
tribunales,- y cuya estimación por és-
tos, si bien constituye un momento
de obstáculo para continuar el plei-
to, solamente lo es hasta que se sub-
sanó la falta declarada y comproba-
ble, y ven cuanto se ha efectuado la
subsanación, se ratifican los actos
que, viciosamente, por aquella falta
se constituyeron, y el procedimiento
sigue su curso, como acaece con el
acto de conciliación no celebrado a
su tiempo.»

En la doctrina científica se man-
tienen directrices análogas, aunque
no llevadas, como la jurisprudencia
citada, a sus últimas consecuencias.
Administrativistas (García Oviedo) y
procesalistas (Prieto Castro y Gómez
Orbaneja) abundan en los citados
puntos de vista, aunque con salveda-
des y reservas. Así, el primer autor
afirma: «Con cierta razón se ha di-
cho que la reclamación previa en vía
gubernativa semeja al acto de con-
ciliación.»

Son criterios muy extendidos entre
los tribunales en relación con el pro-
blema que se estudia:

I.» Asimilación inconcusa, a efec-
tos interpretativos, del acto de con-
ciliación y la vía gubernativa, doc-
trina, como se ha visto, mantenida
por el Tribunal Supremo, pero que
ha llevado a algunos tribunales a
desbordarla, hasta el punto que se
ha resuelto por algún juzgado que
no era necesaria la vía gubernativa
en aquellos pleitos en que tampoco
precisase el acto de conciliación. Con
esta conclusión se restringe al míni-
mo la virtualidad del expediente ad-
ministrativo.

2.° Restricción del alcance de la
reclamación previa, como excepción
dilatoria, con base en aquella asimi-
lación, por razones de economía pro-

cesal. A este criterio responde la sus-
pensión de los procedimientos civi-
les iniciados sin agotar el requisito,
dando un plazo para que el actor lo
cumpla antes de dictar sentencia y
poder entrar a conocer de la cues-
tión de fondo.

3.° Interpretación restrictiva en
los supuestos en que proceda, decla-
rándose, no obstante, justificada su
omisión por diversas razones. El prin-
cipio es que tal trámite es un privi-
legio del Estado y un elemento que
dilata la pronta Administración de
justicia.

4.0 olvido casi total del aspecto
administrativo de la vía con -un en-
foque puramente procesal.

Se hace necesario romper con estos
postulados y dar ante los tribunales
plena virtualidad, al cumplimiento del
requisito administrativo. P a r a ello,
ningún camino mejor que fijar la
verdadera naturaleza de la vía gu-
bernativa y poner de relieve las ra-
dicales diferencias que la separan, a
efectos procesales y administrativos,
del acto de conciliación.

Exposición

La vía gubernativa tiene una do-
ble versión; no es simple, sino com-
pleja. Debe insistirse que el peor pe-
ligro al examinar una institución es
explicarla con excesiva simplicidad.
En el presente caso, hay un enfoque
puramente administrativo y otro pro-
cesal, derivando el segundo como se-
cuela del primero. Desde el aspecto
gubernativo, la vía supone manifes-
tación de la potestad jurisdiccional
que ostenta la Administración públi-
ca para regir.los intereses generales.
En el segundo aspecto, como requi-
sito procesal inexcusable para de-
mandar al Estado, se trata de una
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excepción dilatoria-, pero bien enten-
dido que tal arma de defensa es la
manifestación en el proceso de aque-
lla facultad enjuicdadora que corres-
ponde al Estado respecto a los asun-
tos en que tiene Interés y afectan a
la comunidad.

Cual punto de' partida, debe afir-
marse que, aun cuando el Estado sub-
jetive determinados casos sometidos
al derecho común, nunca los derechos
que ̂ ostenta son puramente privados.
Tanto actúe la Administración en
Derecho público como en Derecho
privado, no tiene otra, justificación,
para ser sujeto de relaciones jurídi-
cas, que el impulso de los intereses
generales a ella encomendados. Suele
caerse1 en el error de examinar las
figuras de la Administración en la
órbita privada como la de cualquier
otro particular. No se aprecia que los
particulares se mueven siempre por
un interés puramente individual en
el tráfico privado, y que, sin embar-
go, la Administración, aun en este
mismo tráfico, opera impelida por
un interés público, aunque se presen-
te defendiendo gestión formalmente
privada.

Nadie discute que en las relaciones
públicas la Administración es exclu-
sivamente competente para actuar en
ellas, tanto en la fase de formación
como en la de desarrollo y resolu-
ción de las mismas. Y que hacia las
privadas, cuyo desarrollo se entable
estrictamente entre particulares, nin-
guna intervención alcanza el poder
ejecutivo. Pero si en este tipo de re-
laciones, es la Administración una
de Jas partes directas,, adviene la apli-
cación limitada de aquella doctrina,
radicada como fundamento en la po-
testad jurisdiccional de la Adminis-
tración.

La vía gubernativa es, ante todo,

el previo conocimiento de la cuestión
civil discutida que se reserva el po-
der ejecutivo como antecedente del
enjuiciamiento que compete al poder
judicial. Cualquier otra finalidad que
se indague en ella (evitar un pleito,
preparar la defensa del litigio...) debe
ser absolutamente secundaria y en
ningún modo tipificadora, porque des-
naturaliza la esencia gubernativa del
•procedimiento. Dicha afirmación vie-
ne ratificada por la misma jurispru-
dencia. La sentencia del Tribunal Su-
premo de 10 de noviembre de 1944
cala certeramente en lo que aquí se
mantiene: «La reclamación en la vía
gubernativa, p r e v i a a la judicial,
cuando el Estado o a sus organismos
se les considera obligado, responde
a la esencia de la función de gobier-
no, a la cual es inherente la facul-
tad jurisdiccional administrativa.»

El comocimento 'previo es, pues, una
manifestación de los poderes de que
está dotada la Administración para
regir la gestión asumida y endere-
zarla a sus diversos fines; o sea, de
su potestad jurisdiccional administra-
tiva. Aquel acto de voluntad pública
va precedido del expediente que do-
cumenta los hechos, a cuyo final se
halla'la decisión o acuerdo. El pro-
cedimiento se denomina «vía guber-
nativa» porque quien conoce de él
es la Administración, y por conside-
rarse en sí acción de gobierno. A su
través, se extrae la cuestión civil de
la esfera del órgano administrativo
que entró en relación con el particu-
lar, se eleva a conocimiento de la
Administración directiva, y ésta for-
ma la voluntad pública expresiva del
derecho en el cual cree o no cree
quedar obligada.

Por ende, c u a n d o un particular
plantea la vía .administrativa, trans-
fórmase entonces en sujeto de una
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relación encaminada a que la Ad-
ministración realice el derecho y a
provocar.de ésta.un acto de gobier-
no; no obstante perseguir el ciuda-
dano, en definitiva, un interés de
orden privado situado en esfera de
la misma índole.

Aunque las razones funcionales y
de estructura política en que se apo-
ya la vía gubernativa, como se ha
estudiado, hubiese tal vez justificado
una excepción .de incompetencia del
poder judicial o de declinatoria, en
el sentido de condicionar su enjuicia-
miento al previo de la Administra-
ción, la ley de Enjuiciamiento civil
(art. 533, núm. 7) y la continuada
jurisprudencia desde >lqs comienzos
de esta institución la han calificado
en el proceso civil como excepción
dilatoria, sustantiva e independien-
te. Ni aun siquiera en la época que
estuvo vigente la autorización pre-
via para procesar a funcionarios se
ensayó una solución semejante en el
proceáp civil. Indudablemente, el prin-
cipio de sumisión del Estado al De-
recho privado y al enjuiciamiento or-
dinario, hubiere sufrido un duro gol'
pe, de haberse autorizado al repre-
sentante de la Administración a in-
terponer una declinatoria de jurisdic-
ción basado en que aquélla no había
conocido previamente de la cuestión
civil litigiosa. Así, pues,s el alcance
otorgado a la vía administrativa en
el proceso puede estimarse justo y
ponderado, y por ello mismo debe de-
fenderse a ultranza su actual vir-
tualidad. :E1 real decreto de 21 de
marzo de 1908, decía a este respecto:
«Es punto resuelto por unánime ju-
risprudencia que la falta de reclama-
ción gubernativa no es óbice para im-
pedir la acción de los tribunales del
fuero ordinario cuanto entre ellos se

discute una cuestión, de propiedad,
pues tal omisión únicamente puede

. dar lugar a la oportuna acción dila-
toria.»

La excepción dilatoria es un me-
dio de defensa del demandado que
tiene por objeto dilatar o impedir la
entrada en el fondo del pleito. La
mayor parte de los autores, al clasi-
ficar los distintos tipos de aquélla,
suelen estar de acuerdo en la afirma-
ción de que las acciones dilatorias se
refieren a la personalidad del juez,
del actor, del demandado y de la
forma de pedir. Esto es, a los elemen-
tos mismos de la relación procesal
para que ésta pueda darse por bien

" planteada.
Las admitidas en los artículos 533

y 534 de la ley de Enjuiciamiento ci-
vil podrían clasificarse también en
los referidos apartados. Algunas du-
das se han suscitado en relación con
la que ahora se estudia; número 7.°
del artículo 533. Para ciertos autores
es, por 'completo, independiente en
su naturaleza de las anteriores; un
privilegio del Estado que irrumpe vio-
lentamente en el proceso civil, opinión
que, en verdad, nada dice, ni nada
resuelve.

Para otros autores (Manresa), esta
excepción es análoga a la del núme-
'ro 6.° del artículo 633 (defecto legal
en el modo de proponer la demanda),
al estimar la vía como requisito de
admisión de aquélla. La solución de
este preclaro autor resuelve sólo el
aspecto formal.

Desde el punto de vista material o
de fondo, puede afirmarse que la
presente excepción dilatoria es ambi-
valente, de conformidad con su mis-
ma naturaleza. Así, traducé: defecto
legal en el modo de proponer la de-
manda; pero también una modali-
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dad del defecto de personalidad del
demandado, esto es, de la Adminis-
tración.

En efecto, el Estado, como persona
jurídica dotada de voluntad propia,
puede ser demandado in genere ante
los Tribunales; es decir, tiene en
todo caso capacidad procesal, pero no
está legitimada pasivamente en un
pleito concreto, sino en cuanto aque-
lla voluntad general y abstracta se
ha convertido en específica- dentro
de la relación privada que origina el
litigio. Se trata de una aplicación de
la naturaleza administrativa de la
vía como manifestación de la potes-
tad jurisdiccional del Estado. Una
cosa es la personalidad institucional
de la Administración y otra su per-
sonalidad procesad ante' los Tribuna-
les, punto éste escasamente estudia-
do por las doctrinas y los Tribunales.
Aquélla es genérica, suma de faculta-
des en potencia; ésta es sólo con
vista al proceso.

El requisito de la vía gubernativa
opera a modo de instrumento, que le-
gitima pasivamente a la Administra-
ción para ser demandada en un plei-
to y sobre, un interés determinado,
cuando ya la voluntad del ente pú-
blico . se ha definido trascendente-
mente' respecto' a él.

Consecuencia de su naturaleza di-
latoria es que mientras no se pre-
sente el documento administrativo
que acredite la consumación de ia
vía, el juez no debe dar curso a la
demanda, y, si se la diere, podrá la
representación del Estado utilizar la
excepción dilatoria determinada en el
artículo 533.

Es en absoluto inadmisible una
suspensión del procedimiento para
que el actor pueda cumplir el requi-
sito con validez de las actuaciones

practicadas por aplicación del ar-
tículo 462 de la ley de Enjuiciamiento
civil respecto ai acto de conciliación.
Peligrosa solución frecuente en los
Tribunales derivada de la asimilación
a raja tabla de ambas instituciones.

La falta de trámite gubernativo vi-
cia in radice el proceso civil, de modo
insubsanable, por la propia virtuali-
dad de su misma naturaleza. Deberá
el actor comenzar otro pleito, plan-
tear en su día nueva demanda.

Algunos procesalistas (Manresa) y
el Tribunal Supremo (sentencia 17
de febrero de 1954) mantienen que,
estimada esta excepción dilatoria, se
suspenderá el proceso para que el
actor agote el expediente.

Sin embargo, .tal solución va con-
tra la naturaleza administrativa y
procesal de la vía, según se condensa
en estos tres argumentos:«

1. El estimar esta excepción dila-
toria durante el proceso es tanto
como reconocer el juez que él mis-
mo no debió aceptar a trámite la de-
manda principal, y si la citada no
admisión impide que nazca el pro-
ceso, resulta incorrecto conceder ma-
yor alcance de viabilidad procesal
cuando el defecto sea denunciado por
la' Administración.

2. No es admisible que ia vía se
agote durante el proceso, porque de
la resolución que dicte la Adminis-
tración, estimatoña o denegatoria,
acaso dimane la necesidad de modi-
ficación sustantiva de los pedimen-
tos del actor en su escrito inicial; y

3. Porque de la misma esencia gu-
bernativa del procedimiento y de sus
requisitos legales (artículo 138 de la
ley de Procedimiento administrativo),
claramente se deduce que tiene que
ser antecedente de la demanda ju-
dicial.

Al enjuiciamiento de la jurisdicción
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ordinaria debe preceder el conoci-
miento de la jurisdicción adminis-
trativa.

De facto, puede definirse el acto de
conciliación como la comparecencia
de las partes ante el juez municipal
al objeto de procurar su avenencia y
evitar el pleito que una de ellas tra-

. ta de entablar contra la otra.
Esta institución, nacida con loables

fines, se ha desnaturalizado en la
práctica, transformándose en un
mero trámite que el actor supera
antes de acudir a juicio, hasta el
punto de que la legislación ha ido
disminuyendo progresivamente los
casos en que es necesario celebrar el
acto, siendo en la actualidad mínimo
su campo y desde luego una figura
decadente.

El acto de conciliación tiene por
finalidad básica y única la avenen-
cia, ya que el evitar el litigio es una
secuela de aquél. Como los particu-
lares antes de ir al pleito intentan
por vía privada los oportunos arre-
glos, cuando se celebra la conciliación
judicial las posibilidades de acuerdos
son ciertamente mínimas.

El juez no admitirá demanda (ar-
tículo 462 de la L. C.) a que no se
acompañe certificación del acto de
conciliación, o de haberse intentado
sin efecto; siendo, no obstante, vá-
lidas y subsistentes las actuaciones
que se hayan practicado sin este re-
quisito, pero se procederá a la cele-
bración del acto en cualquier estado
del pleito en que se note su falta.

Aprecíese que, a diferencia de la
vía gubernativa, el acto de concilia-
ción no tiene forzosamente, para
surtir efectos, que ser el antecedente'
del pleito. (Ruede verificarse.«en cual-
quier estado del pleito», y-esto es así
porque su función básica es la ave-

nencia y ello puede producirse entre
los litigantes con independencia de
las fases procesales.

Lo convenido en conciliación tiene
el valor de un contrato (art. 476 y
477), pudiendo anularse mediante el
ejercicio de las correspondientes ac-
ciones. Si la avenencia es el substra-
to perseguido, el contrato es el ins-
trumento formal que lo mantiene.
Nada más ajeno a la vía gubernativa
que la idea de contrato transaccio-
nal. El acuerdo, estima/torio o deses-
timatorio de la Administración, es
una resolución unilateral e indepen-
diente, dictada bajo el molde del in-
terés público al margen del intento
de avenirse con el particular, pues
los intereses del Estado son intransi-
gibles (arts. 5 y 6 de la ley de Ad-
ministración y Contabilidad).

Resumiendo cuanto antecede, deri-
van las siguientes diferencias:

1.? Por la naturaleza: La vía gu-
bernativa es una manifestación de la
potestad jurisdiccional de la Admi-
nistración en sus relaciones con los
administrados.

La conciliación es un acto procesal
bajo la estructura orgánica del poder
judicial.

2.a Por el fin: La vía gubernativa
tiene por objeto conseguir un pro-
nunciamiento de la Administración
que contenga su voluntad especial en
relación con un conflicto de intere-
ses privados.

El acto de conciliación persigue, so-
bre todo, la avenencia entre el actor
y el demandado.

3.a Por la oportunidad': La vía
gubernativa debe apurarse como an-
tecedente de todos aquellos pleitos
civiles en que el Estado tenga in-
terés..
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El acto de conciliación sólo en al-
gunos tipos de juicios, pues en el ac-
tual0DereohO' procesad no es la regla,
sino la excepción.

4.a Por el contenido: La vía gu-
bernativa encierra en sí una aplica-
ción del Derecho común según cri-
terio unilateral de la Administración,
siempre ajeno a la idea de tran-
sacción.'

El acto de conciliación lleva, radi-
calmente, por el contrario, la idea
de una mutua transacción de los in-
tereses de las partes.

5.a Efectos procesales: La falta de
reclamación previa en vía gubernati-
va origina la no admisión de la.de-
manda o, en su caso, el planteamien-
to de una excepción dilatoria que
paraliza y anula el litigio.

La falta de conciliación puede sub-
sanarse en cualquier estado del plei-
to con validez de las actuaciones an-
teriores. v

A estas diferencias podrían añadir-
se otras muchas, como son las deri-
vadas de los orígenes históricos, las

peculiaridades de su distinta regula-
ción jurídica y la postura del inte-
resado en ambas instituciones.

Conclusiones

1.a La doctrina que asimila ambas
instituciones debe rechazarse por ra-
zones científicas, por restar virtua-
lidad y alcance a la vía gubernativa
y perjudicar, por tanto, los intere-
ses del Estado.

2.a Deberá, pues,- instarse de la
jurisdicción ordinaria la estricta apli-
cación ael derecho regulador de la
vía gubernativa, para la consecución
de nueva jurisprudencia que otorgue
a esta institución su sentido radical.

3.a Las disposiciones administrati-
vas ordenadoras de la institución de-
berían destacar el carácter de «cono-
cimiento previo de la cuestión civil
por la Administracón», para que el
centro de gravedad se desplace de la
mera reclamación al fin, y modifi-
cando incluso la denominación tra-
dicional por la de «conocimiento pre-
vio en vía gubernativa».
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